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La Sección Segunda del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Valladolid el día 2 
de junio de 2005, ha examinado el 
expediente de responsabilidad patri-
monial iniciado como consecuencia 
de la reclamación presentada por D. 
Xxxxxx, y a la vista del mismo y tal 
como corresponde a sus compe-
tencias, emite, por unanimidad, el 
siguiente 

 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 12 de mayo de 2005 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
Xxxxxx debido a los daños y perjuicios derivados de la asistencia sanitaria que 
le fue prestada. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 12 de mayo de 

2005, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 469/2005, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por la Sra. Presidenta del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Fernández Costales. 

 
Primero.- Con fecha 17 de julio de 2002, D. Xxxxxx presenta una 

reclamación de responsabilidad patrimonial debido a los daños y perjuicios 
derivados de la asistencia sanitaria que le fue prestada en el Hospital Hhhhhh, 
solicitando una indemnización de 120.500 euros. 
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Segundo.- D. Xxxxxx, de 61 años de edad, con antecedentes 
personales de hipertensión arterial, diabetes mellitus no insulinodependiente, 
hiperuricemia, dislipemia e hipercolesterolemia que condicionan una 
arterosclerosis generalizada, es diagnosticado de cardiopatía isquémica con 
enfermedad coronaria severa de la arteria descendente anterior, tratada en 
abril del año 2000 mediante angioplastia con Stent. 

 
Posteriormente, en marzo de 2001, se le diagnostica de enfermedad 

coronaria severa de la arteria obtusa marginal y de la arteria coronaria derecha, 
tratadas en esta ocasión mediante angioplastia y la colocación de dos Stent. 

 
Con fecha 12 de septiembre de 2001, ingresa para la realización de un 

cateterismo cardiaco, observándose la reestenosis de ambas arterias, siendo 
dado de alta el 13 de septiembre de 2001. Se programa su reingreso el 20 de 
septiembre de 2001 para resolver dicha reestenosis mediante ACTP-Stent a 
ambas arterias, siendo dado de alta en esta ocasión con fecha 21 de 
septiembre de 2001. 

 
Con fecha 1 de octubre de 2001, el paciente debe reingresar, esta vez en 

el Servicio de Cirugía Vascular, por presentar un hematoma inguinal derecho 
con signos de infección en la zona donde se efectuó la punción para la 
realización del cateterismo cardiaco, procediéndose el día 2 de octubre al 
drenaje del hematoma y a la sutura de la rotura en la arteria femoral común; 
siendo la evolución satisfactoria, es dado de alta con fecha 10 de octubre. 

 
Dado que el pseudoaneurisma femoral derecho vuelve a recidivar, 

precisa de un nuevo ingreso el día 12 de octubre para ser intervenido el 13 de 
octubre mediante reparación de la arteria femoral con parche de vena safena 
interna. El día 30 de octubre sufre una hemorragia por dehiscencia de parche, 
procediéndose a la ligadura de la femoral común y mioplastia con músculo 
sartoriu; la evolución postoperatoria es satisfactoria, siendo dado de alta con 
fecha 21 de noviembre de 2001. 

 
Al paciente le es reconocida por la Dirección del INSS, en Resolución de 

8 de abril de 2002, una incapacidad permanente absoluta, sobre la base: 
 
 “- Cardiopatía isquémica con enfermedad severa de D.A. 

(angioplastia+STENT) enfermedad severa de OM y CD proximal (ACTP-STENT 
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marzo de 2001), reestenosada en Septiembre de 2001, requiriendo ACTP-
STENT. 

 
 »- Pseudoaneurisma femoral derecho postcateterismo infectado”. 
 
Tercero.- Con fecha 17 de julio de 2002, D. Xxxxxx reclama 

responsabilidad patrimonial de la Administración sanitaria por la realización de 
cateterismo y angioplastia en el Hospital Hhhhhh. 

 
Manifiesta que “a consecuencia de la punción de la arteria femoral 

derecha se le produjo un pseudoaneurisma femoral con rotura de la misma e 
infección de la zona de punción femoral, siendo intervenido quirúrgicamente el 
día 2 de octubre de 2001 y posteriormente el día 13 de octubre de 2001”. 
Considera que “el cateterismo cardíaco exige un seguimiento puntual, pues el 
inicio del cuadro tuvo lugar en el propio Hospital Hhhhhh, y en cambio se le 
envió a casa, cuando debió quedar ingresado, toda vez que ha existido un 
grave riesgo de la vida del compareciente (…) ha faltado un seguimiento 
puntual del compareciente, no se ha cumplido con las denominadas normas de 
cuidado. (…). Se puso en peligro la vida del compareciente y le ha ocasionado 
unas lesiones irreversibles que guardan perfecta relación de causalidad con la 
desatenta conducta de los facultativos que le intervinieron y le enviaron a casa, 
cuando debió seguir ingresado para así tener un seguimiento puntual”.  

 
Valora la indemnización en 120.500 euros, basándose en una apreciación 

racional de sus secuelas: “pseudoaneurisma femoral derecho postcateterismo 
cardíaco. Cicatrices múltiples hipertróficas retráctiles que van de región inguinal 
derecha a región lateral interna de muslo derecho con disestesias, parestesias 
en dicha zona. Trastornos distróficos en muslo derecho, con pérdida de grupos 
musculares. Dificultades para la deambulación y bipedestación mantenida. 
Pérdida de movilidad flexora de cadera en 40% provocado por las cicatrices 
retráctiles y el dolor”. 
 
 Acompaña su reclamación con diferentes partes de asistencia y una copia 
de la Resolución de reconocimiento de incapacidad permanente absoluta. 
 
 Cuarto.- Al expediente se ha incorporado la historia clínica del paciente 
del Hospital Hhhhhh, así como informes de unidades médicas y profesionales 
cuyo contenido se detalla seguidamente: 
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  1) Informe del Dr. Mmmmmm, Jefe del Servicio de Cardiología del 
Hospital Hhhhhh, de 16 de septiembre de 2002, del que cabe destacar: 
 
   “(…) 3. Que la enfermedad coronaria objetivada en el caso 
de este paciente revistió siempre características de alto riesgo debido a la gran 
cantidad de miocardio amenazado por isquemia y a la extensa participación del 
carbol arterial coronario. Ambas circunstancias afectan seriamente a la 
esperanza de vida y a la calidad de vida de los pacientes coronarios, porque 
suelen traducirse en una alta probabilidad de muerte súbita, de infarto de 
miocardio y de insuficiencia cardiaca. 
 
   »4. Que está firmemente establecido que, para evitar esta 
evolución, los pacientes con el perfil de D. Xxxxxx deben ser sometidos a 
intervenciones dirigidas a reparar las arterias coronarias enfermas. 
 
   »5. Que existen dos tipos de intervenciones que pueden 
realizarse con esta finalidad: a) la realización de puentes sobre las arterias 
coronarias enfermas mediante la extracción utilización de las venas o las 
arterias del paciente, lo que requiere una intervención a corazón abierto con 
anestesia y cuidados postoperatorios especiales (lo que se conoce como ‘cirugía 
de bypass’); y b) la reparación de las arterias enfermas mediante catéteres y 
‘stents’, lo que puede hacerse sin anestesia a través de una punción en la ingle 
o en la flexura del brazo (lo que se conoce como ‘angioplastia’). 
 
   »6. Que debido a su menor riesgo y menos incomodidades 
y sufrimiento, siempre que es posible se opta por la realización de angioplastia. 
La metodología de esta intervención está bien establecida por las normas de 
buena práctica clínica que han establecido diversas sociedades científicas y 
conlleva una serie de técnicas y cuidados respecto a la preparación, al acceso al 
sistema vascular, la intervención propiamente dicha, el cierre de la punción y 
los cuidados posteriores (…). 
 
   »7. Que en el caso de D. Xxxxxx hubo que actuar de 
acuerdo con estos criterios en varias ocasiones, siempre siguiendo 
estrictamente las normas y recomendaciones de la buena práctica clínica, tanto 
en relación con la intervención propiamente dicha como con los cuidados 
postoperatorios. 
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   »8. Que a las 24 horas de la intervención la situación del 
paciente era excelente y no existía ninguna alteración en el sitio de la punción, 
como puede comprobarse por los informes escritos al respecto. Por ello, 
siguiendo la práctica habitual y el protocolo específico de nuestro servicio, se 
procedió a dar de alta al paciente con el correspondiente informe. 
 
   »9. Que el 28 de octubre de 2001, el paciente acudió al 
Servicio de Urgencias del hospital aquejando molestias en la zona de punción, 
por lo que fue examinado rigurosamente por el equipo de guardia de nuestro 
servicio y sometido a las pruebas complementarias indicadas en estos casos, 
incluyendo la realización por un experto de una ecografía femoral, sin que se 
objetivase alteración de ningún tipo. Por ello, y siguiendo los protocolos 
establecido al respecto, se procedió al alta hospitalaria. 
 
   »10. Que, desgraciadamente, y a pesar de seguir 
estrictamente las normas de buena práctica aplicables a este tipo de 
intervenciones, en los días sucesivos se desarrolló un pseudoaneurisma femoral 
que requirió tratamiento quirúrgico con ulteriores complicaciones infecciosas 
aún no resueltas. 
 
   »11. Que este tipo de complicaciones ocurren en el 1,5-
2,5% de los pacientes a los que se les realiza este tipo de intervenciones, 
asumiéndose dicho riesgo cuando el objetivo final es contrarrestar el riesgo de 
muerte que plantea una determinada forma de enfermedad coronaria. De 
hecho, en la hoja de consentimiento informado que firmó D. Xxxxxx, aceptando 
la intervención después de las explicaciones pertinentes, consta explícitamente 
este riesgo 
 

»12. Que en el caso de D. Xxxxxx, debido a la necesidad 
prioritaria de tratar mediante angioplastia transfemoral una coronariopatía 
potencialmente letal, hubo que asumir los riesgos correspondientes antes 
mencionados, lo que se comunicó, en estos términos, al paciente y a sus 
familiares. 
 
   »13. Que la angioplastia realizada a este paciente se llevó a 
cabo por operadores muy expertos bajo las condiciones más estrictas de 
asepsia, no pudiéndose descartar que las complicaciones infecciosas ulteriores 
hayan podido estar influidas por la ateresclerosis generalizada del paciente, los 
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factores de riesgo que padece (especialmente la diabetes), o una higiene 
personal insuficiente. 
 
   »14. Que durante todo el proceso cardiaco de este 
paciente, antes de las intervenciones, después de las mismas, desde que se 
sospechó la complicación, y una vez ocurrida la misma, se ha aplicado, de 
forma impecable y en el momento adecuado, todos los medios diagnósticos y 
terapéuticos de los que dispone la medicina moderna por parte de expertos de 
reconocido prestigio, sin poner nunca en riesgo la vida o integridad del 
paciente. Ello convierte en falsas y calumniosas las acusaciones de falta de 
pericia y negligencia que se vierten, de manera dañina, dolosa e irresponsable, 
en la reclamación de referencia”. 
 

 2) Informe de la Inspección Médica, de 4 de octubre de 2002, en 
el que se suscribe el informe emitido por el Jefe de Servicio de Cardiología y se 
señala que las lesiones cardiacas que presentaba el paciente son las que 
condicionan que se le haya concedido una invalidez permanente en el grado de 
absoluta. 
 
  3) Informe del Dr. Mmmmmm, a solicitud de la Compañía Ssssss, 
de 2 de diciembre de 2002, que manifiesta: 
 
   “(…) Las técnicas percutáneas cardiovasculares, son hoy 
procedimientos indispensables para el diagnóstico y tratamiento de la 
cardiopatía isquémica. Estos procedimientos son capaces de producir 
complicaciones vasculares periféricas (CVP) tan graves, que precisan ser 
operadas añadiendo así nuevos riesgos y posibles secuelas, como en el caso 
que nos ocupa (…). 
 
   »Cuando esta lesión no es complicada, los procedimientos 
de corrección son varios: Compresión mantenida guiada por Doppler, Trombosis 
controlada con inyección de trombina, sutura del defecto en la pared arterial. 
Pero si la lesión está complicada, como en el caso que nos ocupa, la única 
solución es la quirúrgica, solución adoptada en este caso (…). 
 
   »5. Los procedimientos a los que fue sometido el paciente, 
han sido los adecuados, sus lesiones coronarias no tenían más alternativas, 
dejando aparte la revascularización quirúrgica. 

 6



 

   »6. La complicación de la intervención, no puede en ningún 
caso achacarse a impericia, mala praxis, poca asepsia en la sala hemodinámica 
o en el material utilizado y en todo caso tenía que haber existido una prueba en 
sentido contrario.  
 
 »7. La operación se realiza en una zona anatómica, región 
inguinal, que si los hábitos higiénicos del paciente no son escrupulosos, puede 
considerarse muy contaminada, no solo por la flora microbiana saprofita, sino 
por gérmenes de todo tipo y origen como muestran los distintos cultivos 
realizados. 
 
   »8. Resumiendo todo lo anterior, es mi opinión que los 
Servicios de Cardiología y Cirugía Vascular del Hhhhhh, actuaron correctamente 
desde que atienden al paciente por primera vez, hasta el final (…).  
 
   »9. En la historia clínica constan consentimientos 
informados previos a cada procedimiento realizado (cateterismos, operaciones, 
etc.) absolutamente claros y precisos”. 
 

Quinto.- Cumplido el trámite de audiencia, el interesado formula, con 
fecha 3 de marzo de 2003, alegaciones en las que reitera fundamentos 
anteriores y comunica la interposición de un recurso contencioso-administrativo. 
 
 Sexto.- Con fecha 23 de diciembre de 2003, se recibe oficio del Tribunal 
Superior de Justicia de Castilla y León solicitando la remisión del expediente 
administrativo, que se realizó el 15 de enero de 2004. 
 
 Séptimo.- Posteriormente, se aprecia la ausencia en el expediente de 
ciertos documentos relativos al consentimiento informado y protocolos de 
intervención del cateterismo cardiaco realizado el 12 de septiembre de 2001 y 
la angioplastia coronaria practicada el 20 de septiembre de 2001. Requeridos al 
Servicio de Cardiología del Hospital Hhhhhh, son remitidos, incorporados al 
expediente y trasladados al reclamante, concediéndole un nuevo trámite de 
audiencia, que le fue notificado el 10 de marzo de 2003, sin que, durante el 
plazo concedido al efecto, el interesado haya efectuado alegaciones al respecto. 
 

Octavo.- Con fecha 15 de abril de 2005, la Dirección General de 
Administración e Infraestructuras de la Gerencia Regional de Salud formula 
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propuesta desestimatoria de la reclamación de responsabilidad patrimonial 
planteada por D. Xxxxxx. 

 
Noveno.- Con fecha 25 de abril de 2005, la Asesoría Jurídica de la 

Consejería de Sanidad informa favorablemente sobre la propuesta indicada. 
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla B), apartado f), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 

artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 

 
3ª.- Concurren en el reclamante los requisitos de capacidad y 

legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992. La competencia para resolver 
la presente reclamación corresponde al Consejero de Sanidad, en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 82.2 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de 
la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “los particulares, 

en los términos establecidos por la Ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
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casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la Ley debe entenderse hecha a los 

artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, a la que además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de 
julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 

Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero de 
1999; 1 y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3251/2002), la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 

 
 a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 

individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 
 b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 

persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
Ley. 

 
 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 

decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño. 

 
 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 

el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
 e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
 f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 

produjo el hecho causante. 
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Además, en las reclamaciones derivadas de la actuación médica o 
sanitaria no resulta suficiente la existencia de una lesión (que llevaría la 
responsabilidad objetiva más allá de los límites razonables), sino que es preciso 
acudir al criterio de la lex artis como modo de determinar cuál es la actuación 
médica correcta, con independencia del resultado producido en la salud o en la 
vida del enfermo, ya que no le es posible ni a la ciencia ni a la Administración 
garantizar, en todo caso, la sanidad o la salud del paciente. 

 
5ª.- El interesado ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de acuerdo 

con lo establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, según el cual, “en todo caso, el derecho a reclamar 
prescribe al año de producido el hecho o el acto que motive la indemnización o 
de manifestarse su efecto lesivo. En caso de daños de carácter físico o psíquico, 
a las personas el plazo empezará a computarse desde la curación o la 
determinación del alcance de las secuelas”. 
 

En efecto, consta que lo hizo con fecha 17 de julio de 2002, antes de 
transcurrir un año desde el momento en que tuvo lugar la asistencia por la que 
reclama, que se produjo en los meses de septiembre y octubre de 2001.  

 
6ª.- A la vista de éste y otros casos similares, resulta necesario fijar un 

parámetro que permita determinar el grado de corrección de la actividad 
administrativa a la que se imputa el daño. Este criterio básico o lex artis ad hoc 
se basa en que la obligación del profesional de la medicina es de medios y no 
de resultados, es decir, la obligación es de prestar la debida asistencia médica y 
no de garantizar en todo caso la curación del enfermo. Es un criterio de 
normalidad de los profesionales sanitarios que permite valorar la corrección de 
los actos médicos y que impone al profesional el deber de actuar con arreglo a 
la diligencia debida. Así lo ha manifestado el Tribunal Supremo en Sentencia de 
26 de mayo de 1986, que marcó el comienzo de considerar generalizada la 
obligación de medios al establecer: “La naturaleza jurídica de la obligación
contractual del médico no es la de obtener en todo caso la recuperación de la 
salud del enfermo (obligación de resultado), sino una obligación de medios, es 
decir, se obliga no a curar al enfermo, sino a suministrarle los cuidados que 
requiere según el estado actual de la ciencia médica”. 
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 En ese mismo sentido se han pronunciado, entre otras, Sentencias de 9 
de marzo y 9 de diciembre de 1998, 9 de mayo de 1999 o 4 de abril de 2000. 
 
 Esta última (Sentencia de 4 de abril de 2000) señala que “el criterio 
fundamental para determinar si concurre responsabilidad patrimonial en 
materia de asistencia sanitaria es el de la adecuación objetiva del servicio 
prestado, independientemente de que existan o no conductas irregulares por 
parte de los agentes de la Administración y del buen o mal éxito de los actos 
terapéuticos, cuyo buen fin no siempre puede quedar asegurado”. 
 

En sentido similar al hasta aquí expuesto, la Sentencia del Tribunal 
Supremo de 14 de octubre de 2002, en su fundamento de derecho séptimo, 
señala que “aunque en el instituto de la responsabilidad patrimonial de la 
Administración sanitaria tiene una importancia secundaria si la actuación del 
servicio médico ha sido correcta o incorrecta, lo cierto es que tal apreciación 
permite, en primer lugar, determinar con alto grado de certeza la relación de 
causalidad y, en segundo lugar, concluir si el perjuicio sufrido por el paciente es 
o no antijurídico, es decir si éste tiene o no el deber jurídico de soportarlo, ya 
que, según la jurisprudencia tradicional, ahora recogida por el precepto 
contenido en el artículo 141.1 de la Ley de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, redactado 
por Ley 4/1999, no son indemnizables los daños que se deriven de hechos o 
circunstancias que no se hubiesen podido prever o evitar según el estado de los 
conocimientos de la ciencia o de la técnica existente en el momento de 
producción de aquéllos. 
 

 »En nuestra Sentencia de 22 de diciembre de 2001 (recurso de 
casación 8406/97) declaramos que en el instituto de la responsabilidad 
patrimonial de la Administración el elemento de la culpabilidad del agente 
desaparece frente al elemento meramente objetivo del nexo causal entre la 
actuación del servicio público y el resultado lesivo o dañoso producido, si bien, 
cuando del servicio sanitario o médico se trata, el empleo de una técnica 
correcta es un dato de gran relevancia para decidir, de modo que, aun 
aceptando que las secuelas padecidas tuvieran su causa en la intervención 
quirúrgica, si ésta se realizó correctamente y de acuerdo con el estado del 
saber, siendo también correctamente resuelta la incidencia postoperatoria, se 
está ante una lesión que no constituye un daño antijurídico conforme a la 
propia definición legal de éste, hoy recogida en el citado artículo 141.1 de la 
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Ley 30/1992, de 26 de noviembre, redactado por Ley 4/1999, de 13 de enero, 
que no vino sino a consagrar legislativamente la doctrina jurisprudencial 
tradicional, cuyo alcance ha quedado aquilatado en este precepto. 
 

 »La jurisprudencia (Sentencias de 25 de enero de 1997, 21 de 
noviembre de 1998, 13 de marzo, 24 de mayo y 30 de octubre de 1999) ha 
precisado que lo relevante en materia de responsabilidad patrimonial de las 
Administraciones Públicas no es el proceder antijurídico de la Administración, 
dado que tanto responde en supuestos de funcionamiento normal como 
anormal, sino la antijuridicidad del resultado o lesión. 
 

 »La antijuridicidad de la lesión no concurre cuando el daño no se 
hubiese podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la 
ciencia o de la técnica existentes en el momento de la producción de aquél, 
incluyendo así nuestro ordenamiento jurídico como causa de justificación los 
denominados riesgos del progreso”. 
 

Por ello, de acuerdo con la línea jurisprudencial consolidada por el 
Tribunal Supremo y acuñada por la doctrina del Consejo de Estado, en las 
reclamaciones derivadas de la actuación médica o sanitaria no resulta suficiente 
la existencia de una lesión, que supondría llevar la responsabilidad objetiva más 
allá de los límites de lo razonable, sino que es preciso acudir al criterio de la lex 
artis ad hoc como modo de determinar cuál es la actuación médica correcta, 
independientemente del resultado producido en la salud o en la vida del 
enfermo, ya que no es posible ni a la ciencia ni a la Administración garantizar, 
en todo caso, la sanidad o la salud del paciente. Así pues, sólo en el caso de 
que se produzca una infracción de dicha lex artis ad hoc respondería la 
Administración de los daños causados; en caso contrario, dichos perjuicios no 
son imputables a la Administración y no tendrían la consideración de 
antijurídicos por lo que deberían ser soportados por el perjudicado. 

 
7ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación de 

responsabilidad patrimonial formulada por D. Xxxxxx debido a los daños y 
perjuicios derivados de la asistencia sanitaria que le fue prestada. 

 
Será necesario determinar si la asistencia recibida por el interesado en el 

Hospital Hhhhhh fue o no ajustada a la lex artis ad hoc, debiendo ponderarse 
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para ello si el tratamiento que se le practicó en el mencionado hospital fue o no 
el adecuado. 

 
En el supuesto que nos ocupa, ha quedado demostrada la existencia de 

un hecho dañoso sufrido por el paciente. De igual modo existe una conexión 
fácilmente apreciable entre la angioplastia que se le realizó, el hematoma 
inguinal que sufrió y el pseudoaneurisma femoral posterior. 

 
Ahora bien, aun cuando éste sea el resultado obtenido tras la asistencia 

sanitaria prestada al paciente, no es un dato que sirva para concluir de forma 
definitiva que existe responsabilidad patrimonial de la Administración debido a 
los daños sufridos por aquél. En efecto, tal y como ha quedado expuesto 
anteriormente, será necesario determinar si la asistencia sanitaria prestada al 
interesado ha respetado las exigencias de lo que se considera como una 
correcta actuación médica, ya que si no puede demostrarse que se infringieron 
los dictados impuestos por la lex artis ad hoc, no podrá hablarse de 
responsabilidad patrimonial de la Administración.  

 
En el caso objeto de análisis será preciso analizar cuestiones tales como 

si el cateterismo y la angioplastia que se le practicaron los días 12 y 20 de 
septiembre de 2001, respectivamente, fueron pruebas oportunas, necesarias y 
correctamente realizadas, teniendo en cuenta la situación clínica del paciente. 

 
Del mismo modo, deberá constatarse que el paciente estuvo 

debidamente informado de las repercusiones y riesgos implícitos a dichas 
pruebas. Finalmente, será necesario determinar la adecuación de la asistencia 
dispensada, ya en la fase posterior a su realización. 

 
En relación con la primera de las cuestiones planteadas es necesario 

poner de manifiesto, tal y como hace el Jefe del Servicio de Cardiología, que la 
enfermedad coronaria sufrida por el reclamante revestía características de gran 
riesgo debido a la gran cantidad de miocardio que tenía amenazado por 
isquemia y a la extensa participación del árbol arterial coronario, influyendo 
estas circunstancias, como no podía ser de otra manera, en la esperanza y 
calidad de vida de los pacientes coronarios, sometidos a altas probabilidades de 
muerte súbita, infarto de miocardio e insuficiencia cardiaca. Estos riesgos 
pretendieron reducirse mediante la práctica de distintas intervenciones dirigidas 
a reparar las arterias coronarias enfermas, teniendo en cuenta que la presencia 
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de una enfermedad coronaria grave siempre se acompaña de alteraciones de la 
misma índole en otras arterias, como la femoral, a través de la cual tuvieron 
que realizarse distintas intervenciones con el fin de reparar las arterias 
coronarias dañadas. 

 
Dentro de las intervenciones que podían realizarse con la finalidad 

señalada, se optó por efectuar una angioplastia, técnica que consiste en reparar 
las arterias enfermas mediante catéteres y stents, a través de una punción en 
la ingle o en la flexura del brazo, sin que para su práctica se requiera anestesiar 
al paciente, y que conlleva menos riesgos y padecimientos que el empleo de 
otras técnicas como la “cirugía de bypass”, intervención a corazón abierto que 
va acompañada de anestesia y cuidados postoperatorios especiales, y que, por 
entrañar mayores riesgos e incomodidades, se reserva para aquellos casos en 
que no resulte posible optar por la práctica de la angioplastia. 

 
Demostrada la necesidad de la intervención, procede analizar si ésta se 

llevó a cabo observando las exigencias impuestas por la lex artis ad hoc, 
debiendo indicar que, en el caso que nos ocupa, no existe en el expediente 
ninguna prueba o dato, al margen de las imputaciones del reclamante, que 
permitan afirmar que en la angioplastia practicada al interesado no se 
observaran las normas de la buena práctica clínica, fijadas en la metodología 
científicamente establecida, tanto en la realización de la misma, como en los 
cuidados postoperatorios, sin que, por ello, pueda concluirse que las secuelas 
que el paciente alega haber sufrido sean debidas a la utilización defectuosa de 
la técnica practicada.  

 
Es cierto que existieron complicaciones sobrevenidas a la intervención 

que hicieron al paciente reingresar, el 1 de octubre de 2001, en el Servicio de 
Cirugía Vascular, por presentar un hematoma inguinal derecho, con signos de 
infección en la zona donde se le efectúo la punción para la realización del 
cateterismo cardiaco, y a reingresar el día 12 de octubre ante la reaparición del 
pseudoaneurisma femoral derecho. En ambas ocasiones se procedió a reparar 
la arteria femoral, apreciando una evolución postoperatoria satisfactoria. 

 
Llegados a este punto, es necesario poner de manifiesto que el paciente 

había sido informado debidamente de los riesgos que podían derivar del 
cateterismo y de la angioplastia a los que iba a ser sometido, entre los que 
figuraban “la aparición de un pequeño hematoma que puede requerir una 
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pequeña intervención quirúrgica (…) raramente se pueden presentar otras 
complicaciones más serias”, tal y como se deduce de los documentos del 
consentimiento informado, firmados por el paciente.  

 
En este caso, con posterioridad a dichas intervenciones, se desarrolló un 

pseudoaneurisma femoral que requirió tratamiento quirúrgico con 
complicaciones infecciosas aún no resueltas. 

 
Sobre este particular el Jefe del Servicio de Cardiología indica en su 

informe “que este tipo de complicaciones ocurren en el 1,5-2,5% de los 
pacientes a los que se le realiza este tipo de intervenciones, asumiéndose dicho 
riesgo cuando el objetivo final es contrarrestar el riesgo de muerte que plantea 
una determinada forma de enfermedad coronaria”, añadiendo que “de hecho, 
en la hoja de consentimiento informado que firmó D. Xxxxxx, aceptando la 
intervención después de las explicaciones pertinentes, consta explícitamente 
este riesgo”. 

 
Finalmente, en relación con el seguimiento al que fue sometido el 

paciente con posterioridad a su intervención –según se deduce de los datos e 
informes que obran en el expediente–, el día 13 de septiembre de 2001, ante la 
situación excelente del paciente y la ausencia de alteración alguna en el sitio de 
la punción, se procedió a dar de alta al paciente, siguiendo la práctica habitual 
y el protocolo específico del servicio, según afirma el Dr. Mmmmmm en su 
informe. 

 
En el informe de alta del día 21 de septiembre de 2001 consta que el 

paciente está asintomático, sin que existiera constancia de ningún hematoma, 
ni pseudoaneurisma que amenazara la evolución del paciente. 

 
El día 28 de septiembre de 2001 se le realizó una analítica y ecofemoral 

en la que no se apreciaron alteraciones. Fue el 1 de octubre de 2001 cuando, 
ante una nueva asistencia requerida por el paciente, se le practicó una nueva 
ecofemoral en la que se detectó el pseudoaneurisma. 

 
Con el relato de estas circunstancias, resulta difícil concluir que la causa 

de las complicaciones que sufrió el reclamante se debieran a que fue dado de 
alta prematuramente, después de haberse sometido a la angioplastia que le 
practicaron el día 20 de septiembre, ya que el pseudoaneurisma que sufrió no 
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se había manifestado ni siquiera el día 28 de septiembre de 2001, fecha en la 
que se le realizó analítica y ecofemoral. 

 
Por otra parte, debe aclararse uno de los extremos señalados por el 

interesado en su reclamación, al indicar que como consecuencia de las graves 
lesiones que presenta le ha sido reconocida la incapacidad permanente 
absoluta. En relación con este extremo procede decir que si bien es cierto el 
reconocimiento de su incapacidad, que tuvo lugar mediante Resolución de la 
Dirección Provincial del INSS, de 8 de abril de 2002, no lo es tanto que fueran 
las complicaciones que sufrió las que determinaron su concesión, sino que son 
las propias lesiones cardiacas que presentaba el paciente las que motivaron el 
reconocimiento de una invalidez permanente en el grado de absoluta. En este 
mismo sentido se pronuncia el Inspector Médico en su informe. 

 
Por todo ello, puede concluirse que la asistencia sanitaria recibida por D. 

Xxxxxx en el Hospital Hhhhhh, durante todo el tiempo en que se encargan del 
proceso clínico del paciente, se considera ajustada a los dictados y exigencias 
de la lex artis ad hoc, sin que pueda hablarse, en consecuencia, de 
responsabilidad patrimonial de la Administración sanitaria.  

 
De este modo, el Consejo Consultivo comparte la propuesta 

desestimatoria formulada por la Consejería de Sanidad en el supuesto objeto de 
dictamen. 
 

Sin perjuicio de las consideraciones anteriores, y constando que el 
interesado ha interpuesto recurso contencioso-administrativo contra la 
resolución presunta, por silencio administrativo, denegatoria de su reclamación 
de responsabilidad patrimonial, resulta obligado advertir que en el caso de que 
en dicho proceso hubiera recaído sentencia firme no procedería ya dictar 
resolución alguna en vía administrativa, sino dar cumplimiento en sus propios 
términos al fallo de la sentencia. 

 
Por último, nos vemos igualmente en la obligación de poner de 

manifiesto que la tardanza en resolver el presente expediente de 
responsabilidad patrimonial, no justificada, trae consigo no sólo molestias y 
posibles perjuicios al interesado, al obligarle a acudir a la vía judicial con los 
gastos que ello conlleva de forma inexcusable de procurador y abogado entre 
otros, sino también a la propia Administración de Justicia con procedimientos 
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que no deberían haberse ni siquiera iniciado, así como al personal encargado de 
la defensa de la Administración demandada. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución desestimatoria en el expediente de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. Xxxxxx debido a los daños y perjuicios derivados de la 
asistencia sanitaria que le fue prestada. 

 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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